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UNA MIRADA A LA EDUCACIÓN RURAL EN EL MARCO DEL CONFLICTO
ARMADO DESDE EL AMBITO DE LA GOBERNABILIDAD.

Resumen:
Este trabajo está enmarcado en el proyecto de investigación del semillero IMAGO:
“Imaginarios sociales de los(as) estudiantes de las escuelas rurales acerca de la educación,
en zonas de conflicto armado: Estudio prospectivo para políticas públicas”.
En particular, el presente texto se constituye en el último ejercicio del planteamiento teórico
reflexivo de este proyecto; su finalidad es la de proporcionar las bases críticas para el
acercamiento al tema de interés. De esta manera, el presente ensayo propone una mirada
crítica a dos temas que son transcendentales en la configuración del conflicto armado y el
impacto del mismo en la educación rural a saber: descentralización y gobernabilidad; por su
carácter, este análisis se orientó bajo la investigación documental de tipo analítico, con el
cual se buscó hacer un acercamiento y una recopilación de aquellos documentos que
establecieron y definieron la relación existente entre la gobernabilidad en el territorio
colombiano desde las políticas descentralizantes que, desde la constitución política de
1991, lo definen como tal; y, como la falta de una ejecución rigurosa y estandarizada que
dejó a los territorios más alejados de los centros urbanos sin supervisión.
Por consiguiente, A partir del análisis documental se logró evidenciar las discrepancias
entre lo propuesto por el gobierno nacional y su implementación en el país, las
consecuencias del flagelo del conflicto armado y su afectación en la educación rural.
A manera de conclusión, los documentos de estudio develaron como la descentralización
gubernamental no permeo la educción rural a lo largo del territorio colombiano y como la
contextualización de estos espacios educativos, que es uno de los proceso sociales más
importantes, quedo diluida en un conflicto armado interno de más de 80 años; delegada a
los docentes que, sin una perspectiva descentralizante desde sus prácticas educativas, eran y
son, quienes representan al gobierno con dinámicas descontextualizadas y centralistas.
Palabras clave: educación rural, descentralización, gobernabilidad, conflicto armado.
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Abstract
This work is in line with the IMAGO’s seed research project: "Social imaginaries of rural
student’s school about education, in areas of armed conflict: a prospective study for public
policies". Notably, this text is constituted as the last project’s theoretical-reflexive approach
exercise. Its aim is to provide criticism grounds useful to approach the project’s main topic.
In this way, the essay suggests a critical outlook to two subjects that are transcendent for
the armed conflict shaping and its impact over rural education; decentralization and
governability. The essay’s nature is directed by an analytic academic paper research to
approach and gather those that could establish and outline the existing relationship between
decentralized Colombia’s governance by 1991 national constitution and the scarcity of
standardized and inflexible implementations let the far-city-villages without proper
supervision. As of the academic paper analysis, it was established the discrepancy between
Colombia’s Government’s proposals and their deployment throughout the territory. As a
conclusion, the academic papers unveiled how the Government’s decentralization project
didn’t reach the rural education in the country and how this educative contextualized
enviroments, which is one of the most important social processes, got dissolved within the
80 years’ internal armed conflict and rural teacher had to assume, without any decentralized
perspective from their educational practices, the representation of their own government
vision with no-contextualized enviroment and centralized approach.
Key words: rural educations, descentralizations, governability, armed conflict.
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Para el desarrollo del presente ensayo se tiene en cuenta los procesos de
investigación que se llevan a cabo desde la Universidad de La Salle, específicamente desde
la facultad de Ciencias de la Educación donde se gestan una serie de acciones formativas
desde la línea de investigación “Políticas Públicas, Calidad de la Educación y Territorio”.
Es así, como el semillero IMAGO, bajo tres ejes principales (imaginarios sociales, conflicto
armado en Colombia, política pública y educación rural) se integra desde la praxis
investigativa a los lineamientos del grupo de investigación Educación y Sociedad. En el
marco del proyecto: “Imaginarios sociales de los estudiantes de las escuelas rurales acerca
de la educación, en zonas del conflicto armado” se realizaron los procesos formativos de un
grupo de estudiantes pertenecientes al semillero, quienes orientaron sus trabajos en los
siguientes temas:


Análisis descriptivo – contrastivo de documentos que expresan políticas de
gobierno en materia de educación rural en los periodos de 1986 a 2018.



Construcción de una propuesta metodológica para el estudio de imaginarios
sociales.



Conflicto armado y educación: mirada prospectiva de la enseñanza de
historia en Colombia.

Este trabajo se constituye en el último ejercicio de planteamiento teórico reflexivo
de este grupo, que tenía por objetivo plantear las bases epistemológicas y críticas para el
acercamiento al tema de interés del proyecto. En lo particular, el presente ensayo propone
una mirada crítica a dos temas que son transcendentales en la configuración del conflicto
armado y el impacto del mismo en la educación rural a saber: descentralización y
gobernabilidad.
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Metodología
El ensayo que aquí se presenta nace en el paradigma cualitativo de la investigación;
los autores Blasco y Pérez (2007) citados por (Ruiz, 1998, págs. 1, Parr. 2), señalan que la
investigación cualitativa estudia la realidad en su contexto natural y cómo sucede, sacando
e interpretando fenómenos de acuerdo con las personas, utiliza variedad de instrumentos
para recoger información como las entrevistas, imágenes, observaciones, historias de vida,
en los que se describen las rutinas y las situaciones problemáticas, así como los significados
en la vida de los participantes.
También se utilizó el método hermenéutico-interpretativo, según (Ricoeur, 1984)
tomado como una actividad de reflexión en el sentido etimológico del término, es decir, una
actividad interpretativa que permite la captación plena del sentido de los textos en los
diferentes contextos por los que ha atravesado la humanidad, indica el interpretar una obra
descubriendo el mundo al que ella se refiere en virtud de su disposición, de su género y
estilo.
Por lo anterior en este ensayo se hace un análisis desde los paradigmas positivistas
investigativos; dando paso entonces a la reflexión desde la re-integración de diversas
miradas, para ello, se abordaron bajo una amplia revisión bibliográfica de fuentes
documentales de 30 textos que requirieron la elaboración de fichas de lectura RAE
mediante las cuales se filtró la información relevante y competente para el presente ensayo,
dando paso a puntos de encuentro y desencuentro entre diversos autores que desde los
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conceptos fundamentales de “descentralización”, “gobernabilidad”, “conflicto armado”,
“políticas públicas” y “educación” logran fundamentar la visión que aquí se pretende.
En el desarrollo del presente ensayo se tiene en cuenta la siguiente pregunta
problema:
¿Cómo se ha dado el proceso de descentralización administrativa permeado por el
conflicto armado y el impacto que tienen sobre la educación rural?
Para dar respuesta a lo anterior, primeramente, se realiza un abordaje inicial desde
los procesos de descentralización que tienen lugar en Colombia; los cuales, propenden por
desanclar el poder político y la toma de decisiones que desde allí se generan a través del
tiempo.
Es evidente un centro que no da cuenta de las necesidades del pueblo al cual tiene a
cargo y da autonomía a los diversos departamentos para la ejecución de diferentes
programas que no son administrados y/o supervisados como se plantea desde la en el Plan
de gobierno tanto Nacional como departamental y municipal, en pro de la satisfacción de
las necesidades rurales como se evidencia en las falencias que presenta la educación y con
mayor manifestación en estas Zonas.
Además, dichas acciones se conjugan con un segundo referente teórico que permea
las dinámicas descentralizantes y es justamente el conflicto armado que ha tenido en vilo a
los colombianos por más de 80 años, por tanto, será otro de los actores principales del
presente texto, aspecto en el cual se presentan otras consecuencias que ponen en desventaja
en todos los ámbitos a los actores de las zonas rurales como miembros expuestos a este
flagelo.
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Los puntos mencionados anteriormente, se conjugan en este texto con un tercer
elemento, “la educación”, mediada entonces, por procesos de gobernabilidad, enmarcados
por políticas públicas no centralistas y una guerra interna de más de medio siglo.
Especialmente por el efecto que este enfrentamiento ideológico, político y armamentista
tiene sobre las dinámicas sociales, especialmente sobre el sector educativo del país.
Finalmente se hace un análisis reflexivo de la historia, situación que se presenta, las
causas, consecuencias y una posible solución que mitigue las cicatrices y aún las heridas
que va dejando el flagelo del conflicto armado en las familias, que se ven afectadas en
todos los aspectos y en especial en la educación rural por ser las zonas más vulnerables y el
tema relevante en este documento.
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Desde el escenario del marco investigativo de Políticas Públicas, Calidad de la
Educación y Territorio propuesto por el semillero IMAGO, se realizó una investigación
documental que muestra la afectación que produjo la descentralización en la educación
rural de los últimos 80 años en Colombia, encontrando que, durante estas décadas, el
conflicto armado interno colombiano causó miles de muertes, desplazamientos forzados e
impidió el crecimiento económico del país. La falta de presencia estatal, junto a la figura de
los grupos armados ilegales, contribuyeron a la baja calidad en la educación
fundamentalmente rural (Pedraza, 2012).
Y una aproximación más desde otro lente: si entendiese entonces, que
efectivamente, la educación permea incluso las zonas más alejadas del país, que
evidentemente, hay escuelas incluso en los territorios más marginados por el conflicto
donde, efectivamente, el gobierno local establece políticas diferenciales para la población,
incluso si se creara unas condiciones imaginarias perfectas en torno al acto educativo, no se
podría, de ningún modo, evadir el sonido de los fusiles en medio de los campos en
Colombia, no se podrían dejar de lado las constantes zozobras y acciones intimidantes
realizadas en medio de un conflicto y direccionadas a una población civil. Bien lo afirma
Lizarralde, quien manifiesta a través de su investigación en las escuelas del bajo y medio
Putumayo, territorios a los que él denomina “territorios del miedo” y quien a partir de su
investigación encuentra los procesos de naturalización del miedo en los ambientes
educativos de estas zonas específicas y donde a través de las acciones pedagógicas, se
busca ferozmente reconstruir y esparcir un tejido social sano que opaque la violencia
(Lizarralde, 2012). Sin embargo, desde mi lente, y pienso que, desde el lente de cualquier

GOBERNABILIDAD Y EDUCACIÓN RURAL

11

ente externo, parece una tarea titánica la del docente que busca fortalecer el tejido social en
medio de un país que no lo protege de las balas.
Es relevante identificar las categorías y sus conceptos que se trabajan en este texto como se
exponen a continuación:
Gobernabilidad: El PNUD (Programa Nacional para el Desarrollo Humano) usa el
concepto de gobernabilidad con un enfoque técnico y viene imponer por consecuente una
visión internacional a un contexto específico como Colombia. Las organizaciones sociales
se centran sobre la participación ciudadana y la articulación de intereses entre los actores de
este territorio para hablar de gobernabilidad, justificando con este concepto sus acciones
ciudadanas y participativas. (Launay Claire, 2016), Lo que en fin sería los modos o
acciones de gobernar.
Por otra parte, la constitución política en el marco de referencia de la gobernabilidad
en Colombia muestra otra perspectiva al hacer un corto recorrido histórico, por lo cual es
importante recordar que, a finales de la década de los ochenta, el Estado colombiano puso
en marcha una serie de reformas político-administrativas con las cuales quería remediar los
problemas históricos de ineficiencia, falta de presencia en el territorio nacional y falta de
legitimidad política. Esas reformas, entre las que se destaca la descentralización en 1986 y
la elección popular de alcaldes en 1988, fueron luego fortalecidas con la redacción de una
Nueva Constitución Política en el año de 1991.
Los principales rasgos de aquella constitución tienen que ver precisamente con la
redefinición de las relaciones entre los ciudadanos y el Estado y por consiguiente con un
cierto mejoramiento de la gobernabilidad en Colombia. La Constitución intentó modernizar
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el mundo político, y aunque su impacto se ha visto limitado a ámbitos específicos (derechos
de comunidades étnicas, mundo escolar y laboral, entre otros), logró transformar algunos de
los sentidos atribuidos a la relación Estado y sociedad y convertirse en una de las
referencias utilizadas por actores colectivos para reivindicar sus derechos. Precisamente, la
Constitución de 1991 opera como el marco histórico, el texto de referencia desde el cual se
pregunta por la construcción de una gobernabilidad en Colombia. Se vuelve entonces la
base jurídica, política y social para las instituciones que desarrollan programas de ayuda al
mejoramiento de la gobernabilidad en Colombia (Gama, 2006).
La gobernabilidad es tomada entonces, desde un concepto y una herramienta útil
para plantear no sólo los aspectos técnicos de un gobierno, sino también en su articulación
con una sociedad en un territorio dado, teniendo en cuenta las especificidades culturales de
este último; en este caso la educación rural frente al conflicto armado en Colombia; ya que
es la gobernabilidad la que obliga a cuestionar un funcionamiento institucional, político y
social en un territorio.
Descentralización: La descentralización es un proceso multidimensional que tiene
dinámicas políticas, fiscales y administrativas. En términos generales, y como lo explica
Finot (2001), se define como un proceso de trasferencia organizada y ordenada del
gobierno nacional o central a otra autoridad o institución subnacional o local, con
atribuciones gerenciales y capacidades para administrar recursos humanos, económicos y
financieros regionales, departamentales o municipales, con el fin de mejorar la eficiencia
del Estado en cuanto a la redistribución social, con programas que enfrenten la pobreza,
aumenten la participación ciudadana y reduzcan la corrupción; en definitiva, tiene el
propósito de lograr mayor gobernabilidad democrática.
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Desde esta mirada, emprender una descentralización obliga a los gobiernos locales a
establecer alianzas entre los demás ámbitos gubernamentales enfocados a satisfacer las
demandas políticas localizadas. En este sentido, como lo propone ( (Parsons, 2017), 37), las
"políticas" se ocupan de las esferas consideradas como "públicas", lo que hace que la idea
de las políticas públicas presuponga la existencia de una parte de la vida que no es privada
o puramente individual, sino colectiva, aspecto que contribuye a disminuir la brecha de
inequidad territorial y social prevaleciente.
En este sentido, la descentralización se orienta a mejorar la planeación local, para
solucionar las necesidades reales de las poblaciones, buscando la corresponsabilidad de la
sociedad civil con una participación dirigida tanto a apoyar las decisiones de los gobiernos
en programas y proyectos encaminados a mejorar la calidad de vida, como a la elaboración
de propuestas para perfeccionarlos. Por ende, es necesario que los gobiernos estatales,
municipales y centrales le den a la descentralización el peso que tiene en la planeación y
diseño de políticas públicas con la colaboración social, lo que sólo se logra manejando
relaciones intergubernamentales que permitan una acción coordinada (Jaramillo, 2009).
La descentralización, vista como política pública, abre espacios para que sociedad y
gobierno establezcan relaciones abiertas y tomen decisiones conjuntas en la búsqueda de un
objetivo común; espacios en los que la participación es fundamental para llevar a la práctica
los planes, programas y proyectos orientados a mejorar la calidad de vida de la población
(Jaramillo, 2009); siendo esta una de las posibles soluciones a replantear frente a los entes
gubernamentales, los encargados del mejoramiento en la calidad y gestión educativa, con el
fin de favorecer a las familias víctimas del conflicto armado, desde un trabajo en equipo
que lleve a fortalecer el trabajo en red por un bien común.
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Dicha mirada es una forma de acercar el gobierno a la gente y hacerla parte de los
esfuerzos de democratización. La posibilidad de promover una participación ciudadana
efectiva en el ámbito local es, desde el punto de vista político, uno de los argumentos que
justifican un traspaso de responsabilidades a los gobiernos regionales y locales (Jaramillo,
2009). La descentralización también obedece a las demandas para disponer de más
autonomía, permitir o albergar políticas diversas, tener mayor eficacia en la planificación y
administración, fortalecer la responsabilidad política y ofrecer espacios de formación o
laboratorios de democracia (Jaramillo, 2009).
Los conceptos de gobernabilidad y descentralización son trabajados en relación con
el conflicto armado en Colombia y las características de su impacto en la educación rural
con las características y sucesos que han venido surgiendo con las época, junto con las
consecuencias que afectan hoy en día no solo a la población víctima o victimarios de esta
problemática, sino a toda una sociedad, un pueblo que ha venido sufriendo las secuelas de
una guerra de poderes que deja en desventaja a la educación, formación y crecimiento sano
de los niños y jóvenes de la sociedad viéndose influenciados por tales situaciones; donde
sus padres o cuidadores se quedan sin herramientas para cambiar el sentir y pensar que los
pueden llevar a tomar decisiones, crear ideologías y formar caracteres poco seguros para
sus vidas y la de las personas que les rodea.
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Aproximaciones a las dinámicas descentralizantes en Colombia.
A lo largo de la historia en el mundo, el ser humano ha necesitado gestionar
procesos de cambios políticos que demandan a su vez, una reestructuración en el tejido
social y en las dinámicas de participación ciudadana. Colombia no ha sido la excepción.
Esta nación, nace en la visión centralista de gobernabilidad, donde existió un centro político
y administrativo que regía y monitoreaba incluso las zonas más limítrofes del país, o eso
pretendía (Constitución política de Colombia, 1886) sin embargo y obedeciendo a las
lógicas de desarrollo en búsqueda de una mejora del gasto público y con miras a
incrementar la participación política, Colombia, migra a un gobierno descentralizado
(Rodríguez, 2009; Constitución política de Colombia, 2015).
Dicho proceso inicia hacia a mediados de la década de los ochentas, cuando se
institucionalizan normas tales como la ley 14 de 1983 y la ley 12 de 1986 las cuales
sustentan los parámetros de administración de los recursos públicos a lo largo del territorio;
pero no fue, sino hasta la ley 11 de 1986 que se dicta el “estatuto básico de la
administración municipal y se ordena la participación de la comunidad en el manejo de los
asuntos locales” y con ello se permiten las primeras elecciones populares de alcaldes y
gobernadores (Rodríguez, 2009), dejando en manos de los gobiernos locales la ejecución de
los proyectos y recursos que necesitara la población, siempre enmarcados en las leyes que
rigen a nivel nacional.
De este modo se abre cabida en las reformas constitucionales todo el proceso
descentralizante de Colombia, quedando entonces establecido en la constitución política de
Colombia (Artículo 1) lo siguiente: “Colombia es un Estado social de derecho, organizado
en forma de República unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades
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territoriales, democrática, participativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad
humana, en el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del
interés general” (Constitución Política de Colombia, 1991).
Lo anterior acarrea consecuencias no muy favorables para los habitantes de dichos
territorios, que se ven obligados a depender del criterio, decisión y aporte de los dirigentes
que le fue asignados a merced de su poder y forma de ver, analizar y trabajar por las
problemáticas o necesidades que se presentan con diferentes aspectos tenidos en cuenta por
los diferentes gobiernos que ponen su mirada en el territorio de acuerdo a su interés
personal o gubernamental del momento, frente a las acciones preferenciales.
Es así como en la actualidad, Colombia promueve acciones políticas y de gobierno
en el marco de una república democrática y descentralizada, donde las políticas públicas se
gestionan en un marco nacional y desde las cuales se realiza un abordaje municipal con
adaptaciones según las necesidades contextuales de cada población en Colombia.
En este sentido, la organización institucional se vio marcada por la división en
ramas del poder público (legislativa, ejecutiva, judicial) en donde cada una ópera de
diferente manera y con principio de autonomía constitucional. Igualmente, se gesta toda
una serie de mecanismos de descentralización administrativa y centralización política, lo
cual simbolizo para la democracia colombiana en término de (Velásquez C, Rodríguez P, &
González R, 2008) una apertura a los procesos democráticos y una transferencia económica
y administrativa en término de recursos, destinados a la formalización de planes de
gobiernos- autónomos y creación, ejecución y evaluación de políticas públicas por parte de
los entes territoriales.
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Otro de los aspectos que ha caracterizado la función del gobierno Colombiano, ha
sido la construcción de la democracia y la democratización de los procesos electorales, los
cuales muestran un avance progresivo sobre la institucionalización, la administración
pública del país y las formas de eficiencia y eficacia del gobierno nacional; es por ello que
dicha formas de “modernización” es reflejo de la mercantilización del gobierno y la
disfuncionalidad a la hora de hacer aplicables los derechos constitucionales y los
mecanismos de cumplimiento organizacionales en el sistema político colombiano. En otras
palabras, existe gran cantidad de leyes, sentencias y órdenes jurídicas que regulan los
comportamientos del ciudadano, pero a la hora de hacerse factible se presencia grandes
dificultades que engrosan la dilatación de los procesos jurídicos fallidos en los archivos de
la nación (Capera, 2015).
Descentralización y conflicto armado: más que dialéctica, una simbiosis.
No obstante, en el proceso histórico-político de la descentralización en Colombia,
hay un componente que ha sido transversal y que, aún en la actualidad, sigue permeando las
dinámicas sociales, políticas, culturales y económicas del país: El conflicto interno armado,
que tiene en su seno a las fuerzas de izquierda revolucionarias tales como las FARC, ELN,
EPL, entre otras y que chocan no sólo con el estado (ejército nacional) sino con las fuerzas
ultraderechistas como los paramilitares, hoy reconfigurados en las Bacrim y otros grupos
re-emergentes de ultra-derecha (Centro Nacional de Memoria Histórica, 2013).
Con un conflicto armado de por medio, se hace difícil gestar una acción de
descentralización en las lógicas de la gobernabilidad de un país; pues si bien, existe una
legislación al respecto, la falta de claridad y control de las garantías de la descentralización
en el territorio, generó que el dinero solicitado por los representantes de los municipios a
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Bogotá, llegase a manos de las mafias políticas y se entre-mezclaran con los dineros de los
grupos armados. Estos, apoderándose de gran parte de estos recursos públicos para
financiar sus agendas, dejaron a la deriva los beneficios a los que iba inicialmente a acceder
la población de cada departamento con dichos presupuestos (Gallicchio & Camejo, 2005).
Con lo anterior, se hace más complejo poner en marcha una ruta descentralizante
real, dado que si bien, ahora cada departamento tiene autonomía, las grandes urbes, son
finalmente quienes poseen las oportunidades de crecimiento, de salud, de “desarrollo”
(desde el desarrollismo Dusseliano (Dussel, 1994)) y entonces, de educación.
Basta mirar las cifras que hablan por sí mismas; Colombia es el primer país del
mundo con las cifras más altas de desplazamiento interno y el tercero referente al
desplazamiento en el mundo (ACNUR / UNHCR, 2016). En el Boletín Técnico de Pobreza
Monetaria y Multidimensional en Colombia el índice de pobreza monetaria aún supera el
26%, donde las zonas rurales albergan el 36% frente las cabeceras municipales que
albergan solo el 24,2% de la pobreza monetaria (DANE, 2017) donde el índice de pobreza
extrema es del 15,4% en las zonas rurales. Eso indica que la pobreza aún se encuentra
centralizada, o mejor, ¿es la riqueza la que aún no se encuentra descentralizada? Las cifras
dan cuenta que Quibdó, Riohacha y Popayán son los departamentos que mayor incidencia
de pobreza monetaria albergan; refleja al mismo tiempo las secuelas de un conflicto que
evidentemente se ha centralizado en los extremos de una Colombia rural y muestra al
mismo tiempo la poca acogida que se ha dado al mandato de descentralización dictaminado
desde la constitución política de 1991.
Por otra parte, se encuentra el informe sobre la desigualdad global (World
Inequality Lab, 2017) y el informe sobre desarrollo humano (PNUD, 2016) que
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reconfirman todo lo anterior con el coeficiente Gini de 0,458 para Colombia, reafirmando
así todas las brechas existentes y mencionadas anteriormente.
Lo cual deja ver la gran necesidad de gestionar programas de gobierno, actividades,
proyectos etc. encaminados en hacer útiles aquellas políticas públicas que se han venido
desarrollando, pero, que a la vez les ha faltado acciones para llevarlas a los territorios
encaminándolas para que favorezcan a las poblaciones vulnerables del conflicto armado
desde la mirada de los entes gubernamentales que las conocen más de cerca, para que
puedan ser beneficiadas. Siendo esta una de las misiones al surgir la descentralización y de
igual forma bajar los promedios de desigualdad, de pobreza y las demás brechas existentes
como lo muestra el Gini y el informe UNDP.
Es relevante acceder a gobiernos que estén dispuestos a llegar a los territorios con
mayor dificultad, carencias en su desarrollo integral, económico, social, cultural, político y
hasta religioso con el fin de proporcionar las oportunidades necesarias de desarrollo y
crecimiento con fundamentos propios de su entorno.
La educación ¿permeada por alguna dinámica? Lo anterior pone en evidencia el
corto alcance de la descentralización, el centro y el extremo siguen permaneciendo, de
algún modo, inamovibles a lo largo de la historia y se niegan a disolverse; tal es el caso que
evidencia la situación presentada con los habitantes indígenas, parte muy representativa de
la población y muchas veces poco tenida en cuenta para las actividades educativas,
gubernamentales, culturales, entre otras; pero que, hacen parte de los conflictos internos de
la Nación, viéndose afectados por las situaciones presentadas entre grupos al margen de la
ley de los cuales no se escapan.
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Sin contar la matriz de desigualdad social en América Latina (CEPAL, 2016) donde
se afirma que sólo el 5% de la población indígena en Colombia alcanza más de 13 años de
estudio, es decir, el 95% de la población indígena, no logra acceder a la educación superior.
Con todo lo anterior, emana un interrogante que, a su vez, se configura como el eje
central de estas líneas: ¿Cómo se ha dado el proceso de descentralización administrativa
permeado por el conflicto armado y qué impacto tiene sobre la educación rural?
Quienes han apostado por procesos de descentralización habitualmente lo han hecho
invocando la consecución de diferentes fines: buscar un sistema más participativo, alcanzar
una más estrecha vinculación entre sistema educativo y productivo, pretender mayor rigor
en la gestión pública y, sobre todo, conseguir un sistema que sea más ágil, eficaz y
eficiente, es decir, lograr el mayor nivel posible en la calidad de la educación. Junto con lo
anterior, normalmente se ha sido consciente de que la descentralización tiene sus aspectos
críticos: genera un importante incremento del gasto público y, cuando esto no ocurre, es
porque a través de ella se encubren políticas de privatización o de merma en este servicio
público y, en segundo lugar, hay quienes defienden que con ella existe el riesgo de que la
gestión de lo público pierda objetividad por la excesiva acomodación a los intereses
próximos y la cercanía de la presión de los administrados (Jabonero, 2000).
El país difícilmente podrá desarrollarse de manera equitativa si no se crean nuevos
polos de desarrollo (Aldana, 1997). Si bien la descentralización y el fortalecimiento de la
autonomía regional y local son factores necesarios para mejorar la calidad de la educación
ellos no son suficientes para lograr que su desarrollo sea más justo, equilibrado y apropiado
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para enfrentar las necesidades específicas de las regiones y localidades más desprotegidas
del país. Los vigorosos programas adelantados en el pasado para aumentar la cobertura de
la educación primaria y secundaria en el sector rural y los pequeños municipios no han sido
acompañados de esfuerzos serios por mejorar su calidad creándose así enormes brechas
entre los conocimientos y las habilidades de quienes terminan estudios secundarios en las
principales ciudades y aquellos que lo hacen en el resto del país (Caballero, S.f.).
Para hacer de “la educación y el conocimiento el eje de la transformación
productiva con equidad” es necesario descentralizar no sólo la educación sino su calidad y,
por consiguiente, asignar los recursos del presupuesto central más en función de las
deficiencias educativas locales que en respuesta a la capacidad de los entes territoriales para
formular y cofinanciar los proyectos educativos (Caballero, S.f.).
Es claro que no existe una descentralización de las prácticas educativas a lo largo
del territorio colombiano y menos aún, gestándose acordes a las necesidades de la
población. Basta mencionar casos específicos de algunas comunidades indígenas quienes
aún preservan su lengua tales como: los Wayuu en la Guajira, los Nasa en el Cauca, los
Cubeos en el Amazonas o los Wounaan en el Chocó, sólo por mencionar algunos, a pesar
de que cuyos habitantes tienen que aprender en escuelas en las cuales se les enseñan en
español, siendo sus miembros más antiguos los que les infunden mantener viva su cultura y
características propias de su entorno.
Dado al desplazamiento forzado, se evidencia claramente que no se llevan a cabo
las practicas educativas en relación a la definición del concepto descentralización, al igual
que lo han hecho recientemente Organismos Internacionales como son la Ocde y la Unesco,
asociado al de equidad; por ser un requisito indisociable de él y un concepto que supera al
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más simple de igualdad, ya que no se lleva el sistema educativo a todas las culturas y
entornos como se establece, que debe ser otorgado y administrado a nivel general.
Para que un sistema educativo responda a estos criterios de calidad y equidad debe
cumplir las siguientes exigencias (Marchesi, 1998) : igualdad de oportunidades, es decir, la
completa supresión de discriminaciones previas. Igualdad en el acceso a la educación:
haciendo reales las posibilidades abiertas por la anterior exigencia, eliminando las formas
explícitas o encubiertas de selección de alumnos. Igualdad de tratamiento educativo: lo que
se hace efectivo más fácilmente con sistemas comprensivos y un completo servicio y
equipamiento educativo igual para todos. Igualdad en los resultados: lo que no puede ser
identificado con ninguna forma de igualitarismo académico, ya que esto sería un
planteamiento iluso e injusto, sino que es evitar que los resultados de cualquier alumno
puedan estar condicionados por diferencias o desigualdades: de sexo, sociales, raza o
cultura.
Con ello, sobra preguntarse ¿dónde está el enfoque diferencial descentralizado en la
educación que se propone desde el ministerio? ¿Realmente hay una cátedra educativa
propuesta en lengua indígena? Evidentemente no.
Se hace necesario un modelo de tratamiento planificado e integral que asegure la
sostenibilidad de proyectos, mediante su continuidad en el tiempo y destinatarios, una vez
finalizada la aportación y presencia inicial y, sobre todo, evaluando el impacto social,
cultural y económico que se va a generar con él, permitiendo la acogida de todas las
víctimas del conflicto armado que necesitan ser formados para enfrentar de la mejor forma
posible y con ayuda Estatal una realidad del país que los ha visto crecer a paso lento por

GOBERNABILIDAD Y EDUCACIÓN RURAL

23

esta problemática que afecta a toda la población colombiana, siendo la educación el medio
más oportuno para superarse personal y colectivamente.
Esto con el fin de garantizar suplir sus necesidades, como, por ejemplo, la
preservación y protección de su cultura desde la educación, las características diferenciales,
pluriculturales que trascienden hacia lo intercultural de la Nación.
Bajo ese lente, se pone de manifiesto un componente relevante que se configura con
más profundidad que el conflicto armado mismo y que desemboca en otro tipo de violencia;
la violencia estructural. Evidentemente no es culpa de las lógicas de la gobernabilidad, ni es
culpable el conflicto que desangra, mucho menos la población civil que sucumbe a dichas
lógicas. La violencia estructural es el resultado de un construccionismo social que, desde su
base misma y su historicidad, ha relegado los roles indigenistas, campesinos y rurales en
general a una posición desde la cual se hallan violentados desde la cuna misma.
De hecho, los privilegios están perdidos desde el nacimiento mismo del individuo,
teniendo en cuenta que todos sus antepasados relegaron más de sus libertades a unos
sistemas políticos y económicos para que ejercieran control y regulación (Bührle, 2004),
hasta el infante recién nacido, ya tiene la batalla perdida. Así, se observa el niño que creció
con leche, compotas, pan, huevos, ropa, bienes, servicios, basura, noticias, noticias basura,
novelas, narco-novelas, licor y se hizo grande en un extremo. Sin embargo, el violentado
estructuralmente por los sistemas de consumo, creció con leche materna, ¡claro! no hubo
tiempo para compotas, y el pan no llega a la tienda del caserío; huevos, sólo si hay gallinas
en la finca; ropa, la que le ceden sus hermanos; bienes ¿cuáles bienes si es un desplazado?
Basura, sí, en los ríos; noticias y noticias basura, siempre. Novelas y narconovelas, cuando
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las balas lo permiten; licor, ¡guarapo por supuesto! así, sobrevivió y creció el infante del
otro extremo.
No obstante, la culpable de la poca efectividad de los procesos descentralizantes en
educación no es solamente la violencia estructural, sumada al conflicto armado, a la
corrupción y la carencia de un enfoque diferencial. También, hay un elemento más: la
naturalización. Ésta, entendida como aquella habituación que se produce luego de ver,
sentir, escuchar, conocer, leer y releer lógicas repetitivas a lo largo de la historia. Por tanto,
“es natural” en Colombia, ver en las urbes las familias pidiendo limosna con un cartel cuya
etiqueta los rotula como “desplazados” así como “es natural” estar sentados en la misma
silla de un hospital junto a un indígena que ha tenido que ser forzosamente desprendido de
sus tradiciones médicas comunitarias por culpa del conflicto. Claro, “es natural” que los
niños en las escuelas públicas digan “tengo hambre” porque también “es natural” que las
escuelas públicas alberguen los estratos más bajos de la sociedad. Sucesivamente, “es
natural” que no exista un buen plantel educativo en un caserío lejano, porque es
evidentemente natural y propio de la geografía colombiana tener rincones alejados de las
urbes hacia donde no se transportan materiales de construcción, porque naturalmente, se ha
“perdido” el dinero de los materiales en el camino.
En esta línea de pensamiento, los centros urbanos en Colombia (o cabeceras
municipales) se tornan nuevamente en el marco de acción y el marco dinamizador del
campo en cada región, donde los extremos rurales, siguen siendo extremos, extremos de
guerra, extremos incomunicados, extremos de difícil acceso, extremos olvidados, extremos
sin educación, o extremos educados con las uñas, extremos asaltados desde el presupuesto
departamental y desplazados hacia el centro, o sea, hacia las cabeceras municipales. Son
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entonces el centro de la invisibilización social, el centro de la discriminación, el centro de
las carencias, el centro de “ayuda” a desplazados donde en realidad prima la falta de
reconocimiento; lo que ha permitido que desde la gobernabilidad se replanteen programas
enfocados en mejorar esta situación como se menciona con el modelo de gestión de calidad,
el cual implica impulsar procesos de descentralización que transfieren responsabilidades
administrativas y financieras a las instancias educativas locales, acompañados de sistemas
de información para la gestión. Otorgar autonomía a las instituciones educativas bajo
lineamientos definidos por el Ministerio de Educación, que como ente rector del sistema
debe garantizar su cohesión. Establecer un sistema de evaluación para medir los resultados
de la calidad educativa e impulsar su mejoramiento, y diseñar mecanismos de rendición de
cuentas y responsabilidad por los resultados.

Así, efectuando cambios en la forma de entender la calidad implicaron el diseño de
políticas educativas acordes con nuevos retos. En ese sentido, en estos ocho años, el
Ministerio primero centró su política de calidad en buscar que todos los niños,
independientemente de su condición social o cultural, logren en la escuela el desarrollo de
competencias. Esto significó que para la definición de proyectos y programas el centro lo
constituyeron los niños y su aprendizaje.
Por consiguiente, el impacto en la gestión administrativa se hace evidente en el
acierto en la toma de decisiones para la formulación de presupuesto y manejo de recursos
del Fondo de Servicios Educativos, en la transparencia de los recursos financieros y en la
asignación de roles y funciones de acuerdo con los perfiles del talento humano que es como
debe evidenciarse.
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No es suficiente disponer un pupitre dentro de un salón de clases para el desplazado,
tampoco es suficiente abrir un nuevo colegio en una región marginada por el conflicto. No
sirve un colegio, no sirve abrir las puertas de la educación cuando el centro no es la
necesidad misma de la población, sino la mirada etnocéntrica, parroquialista de la urbe,
panóptica, expandiéndose y reafirmándose como la fuente educadora que da y “protege”
(Wallerstein, 2006).
Todo lo anterior, sin olvidar que este panorama está transversalizado por un
conflicto armado y una transición hacia el posconflicto, donde personas que han pasado sus
vidas enteras en las selvas, van gestando a su vez, necesidades propias concernientes a la
educación; entonces, necesidades educativas y re-educativas especiales para los actores y
víctimas del conflicto (Pachón, 2018), que se ven en la obligación de desaprender y
aprender en su proceso de resiliencia para superar los impases del conflicto armado con la
fuerza de superación que les permite salir adelante en pro de su éxito y la de su territorio.
La educación toma un rol de transformación social, donde el actor victimizante de
un conflicto debe emerger de nuevo a partir del conocimiento y abrirse hacia una
reintegración social (Pachón, 2018). Sin embargo ¿Cuántos de nosotros, docentes, hemos
visitado las zonas veredales? ¿Cuántos educadores orientan sus cátedras hacia el
recibimiento y la no-discriminación de los desmovilizados? ¿Cuántos lineamientos hay
desde el ministerio de educación postulado y ejecutado en las instituciones para
descentralizar el estereotipo del “guerrillero” y descentralizar los imaginarios
discriminatorios?; entonces, resulta necesario diseñar políticas públicas; estrategias
metodológicas desde los entes, las empresas, las diferentes organizaciones gubernamentales
y no gubernamentales, la academia, los diferentes profesionales, los lideres culturales, entre
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otros, para crear un vínculo desde el trabajo en equipo que busque un bien común, como es,
la mitigación del quebrantamiento que viene dejando el conflicto armado; y, así mismo,
hacer aportes significativos para la reestructuración de tejido social, de reparación integral
de las víctimas y los victimarios; rompiendo paradigmas que les permita acercarse al
perdón para la sanación, desde y para la educación como herramienta principal utilizada
para tal fin, fortaleciendo sus nuevos proyectos y oportunidades de vida tan favorables y
necesarios para el crecimiento y desarrollo Internacional, nacional, departamental y
municipal, siempre que se fomente la mejor labor desde la responsabilidad de quienes se
encargan de la descentralización y sus funciones administrativas.

Conclusiones
A modo de conclusión, es importante reconocer de forma inicial ese punto de
encuentro que emerge del entrecruzamiento entre la descentralización, el conflicto armado
y la educación que a primera vista, pareciese ser sólo un tejido que muestra algunos puntos
en común; sin embargo, es claro que la unión de estos tres componentes sociales en
Colombia forman una dimensión compleja de comprensión, que se ensancharía aún más si
se realizase un abordaje desde lo rural como elemento diferenciador de lo urbano, desde lo
rico y lo pobre o desde lo central y lo extremo o desde lo educado y lo no-educado.
No obstante, la idea que más prima desde la perspectiva de estas líneas es que
evidentemente existe una descentralización política en Colombia, sin embargo, no existe
una descentralización educativa en el país, mucho menos, una descentralización educativa
que permita a los docentes estar capacitados para enfrentar, enseñar y superar las
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situaciones que se presentan en el marco de un conflicto armado y post-conflicto, mediados
por lógicas de naturalización y violencia estructural que hace que se vea afectado el
desarrollo integral de los niños y jóvenes, limitando los derechos a la igualdad y a la no
discriminación y todo por un abuso de poder normalizado e impregnado en la sociedad.
Es claro que las minorías étnicas, afrodescendientes, campesinas siguen
sucumbiendo a las dinámicas de las mayorías, dada la violencia estructural que, ya de base,
los somete a una falta de reconocimiento como entes necesarios y componentes
fundamentales de un tejido social, multicultural, diverso y pluralista que teje cultura; aun
teniendo conciencia que es allí en las zonas rurales donde se centra el saber sin mostrar que
existe una población desconocida frente a una sociedad urbana participativa, mostrada y
reconocida por todos los poderes y participaciones en los programas del Estado; para lo
cual se tienen en cuenta tanto zonas rurales como urbanas, en los documentos, políticas
públicas y actividades organizativas; pero a la hora de hablar de centralización, igualdad,
cercanía, desarrollo y resolución de conflictos; es a las zonas rurales a las que menos se
llega por estrategia, por dificultad o porque carece de supervisión para dar a conocer los
resultados que se pueden llegar a alcanzar tanto en educación como en otros aspectos
relacionados en la programación Estatal.
Pero no es suficiente con identificar las diversas dinámicas que se conjugan en el
punto de encuentro de los diferentes referentes teóricos mencionados anteriormente, es
necesario también, desde estas líneas, proponer formas alternas que permitan, no solo
visibilizar, sino también empoderar acciones orientadas al reconocimiento y redireccionamiento de dichas lógicas en la educación: es por ello que desde aquí emerge la
necesidad de crear acciones que trascienden la educación media y básica, que se enmarcan
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así en la educación superior ya que es desde aquí que la educación debe convocar a la
creación de espacios y cátedras que den voz a las resistencias centralizantes de la educación
y que permitan, desde los ámbitos de formación profesional, fortalecer la visión y la
convicción sobre la importancia de las dinámicas pluriculturales, diferenciales y de equidad
en la construcción de país; y, con ello, abrir campo a la discusión desde la academia a
praxis profesionales contextuadas, generadas a partir de la necesidad misma de la
población.
Con esto, solo se pone de manifiesto la lógica centralista en la educación que aún se
resiste a sucumbir a la descentralización, quizá, la resistencia no solo está inmersa en los
ejes de gobernabilidad permeados y ya suficientemente boicoteados por la corrupción,
quizá, la resistencia también subyace en el seno de unas acciones descentralizantes
precedidas y excedidas por un conflicto interno profundamente armado que germina la
impotencia y condena a la ignorancia a los extremos de la Colombia rural, por tanto, a la
Colombia campesina, indígena, afro y plural. Por ello, cierro estas líneas con un aporte que
aplica Bauman (2014) a la sociología, pero que bien, podrían aplicar para los procesos
transformadores en educación:
“Estamos aquí para recoger evidencias y emprender un diálogo continuo con la
experiencia e intentar ayudar a la gente en su lucha contra la doble plaga de la ignorancia y
la impotencia”. (Bauman, 2014).
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